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(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Felipe Michelini 


MIEMBROS: Señores Representantes Jorge Barrera, Gustavo Borsari Brenna, Luis Alberto Lacalle Pou, 
Jorge Orrico, Margarita Percovich y Diana Saravia Olmos. 


INVITADOS: Señores Representantes José Bayardi, Carlos González Álvarez y José Carlos Mahía. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).- A continuación, se pasa a considerar el asunto que figura en sexto 
lugar del orden del día: "Suspensión de fueros del señor Representantes Carlos González Alvarez. 
Nota de la Suprema Corte de Justicia (C/3056/03. Rep. 1301)". 


Tiene la palabra el señor Diputado González Álvarez. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Gracias, señor Presidente. Este tema siempre nos ha preocupado, 
porque el hecho de que haya estado en carpeta no quiere decir que esté terminado. Estuvimos en el 
Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Penal de 13er. Turno con el Juez Homero da Costa 
haciéndole llegar cierta documentación en todo lo relativo a Migranja. Aparentemente, el contador 
César Rodríguez Batlle se siente agraviado por algunos de mis dichos en la prensa, y por lo tanto, ha 
iniciado esta querella. 


Deducimos que el agravio está en una supuesta expresión periodística cuando dije que no tendría dudas de 
que el contador Rodríguez Batlle sería procesado. Indudablemente, esto no ocurrió hasta el día de hoy, pero 
también por trascendidos de prensa, en Juzgado de 13er. Turno, con el Juez Homero da Costa y con el Fiscal 
Moller, hay una presunción de delito. Inclusive, si la Comisión quisiera ahondar, podríamos solicitar al Juez 
su resolución, donde, al final, quedó establecido que existió delito de parte del contador Rodríguez Batlle en 
1990 y 1991 pero que, por el paso del tiempo, prescribió. 


Entonces, el contador Rodríguez Batlle se sentiría agraviado porque yo dije que sería procesado, pero no lo 
fue porque el delito prescribió. Si es necesario, no tengo inconveniente en concurrir al Juzgado a decir lo 
mismo. Ya he preparado lo que voy a manifestar ante el Juez Letrado de 9” Turno -se lo puedo decir a la 
Comisión-: se trata de una relación de los hechos denunciados en el Juzgado Letrado en lo Penal de 13er. 
Turno donde se expresa que el contador Rodríguez Batlle era propietario de aproximadamente el 8% de las 
acciones de Migranja, que representarían unos US$ 700.000. 


En dos ocasiones en 1990 y 1991 la votación de créditos a Migranja -de la cual era propietario el contador 
Rodríguez Batlle- se realizó en su presencia. El retiro de sala es un hecho material, no formal; no es una 
abstención. Menos puede considerarse que él desconocía que el Banco de la República estaba concediendo 
créditos a la empresa de su propiedad. 


Fui recogiendo diversas versiones periodísticas. Por ejemplo, en el semanario Brecha de setiembre de 2002 la 
periodista María Urruzola decía que la pregunta no era qué hacía el contador Rodríguez Batlle en el 
Directorio sino cómo se volvió accionista de Migranja en 1992. No es el caso de una persona que tiene un 
negocio o una empresa y después el pueblo o el Gobierno lo designan para ocupar un cargo. El contador 
Rodríguez Batlle se convirtió en accionista en 1992. ¿A quién le compró las acciones? ¿Por qué decidió 
hacerse empresario? ¿Cuánto pagó por las acciones? ¿Con qué dinero las compró? Esas preguntas han 
quedado por el camino. Nadie las ha respondido hasta el día de hoy. 


Con fecha 24 de octubre de 2002 el diario El Observador publica que el contador Rodríguez Batlle dice que 
las acciones se las regaló el señor Martín Aparikian. Eso dice, y tal vez dio más detalles al Fiscal Moller 
cuando concurrió a declarar. También hay declaraciones en el diario El País. Todo que denuncié fue basado 
en trascendidos de prensa, ya que cuando pregunté al Banco de la República o a la Corporación Nacional 
para el Desarrollo siempre dijeron que esos datos estaban amparados en el secreto bancario o comercial. 


El propio contador Rodríguez Batlle dice que el 4 de octubre de 1990 y el 3 de octubre de 1991 votó en el 
Directorio del Banco créditos o acciones de Migranja por ser necesario su voto. Quiere decir que él declara 
que es cierto que lo votó. Una de esas votaciones fue para dar un crédito de US$ 580.000 a Migranja. En esa 
fecha todavía no era accionista; lo fue desde 1992. Estaba muy vinculado al señor Aparikian porque éste, a su 
vez, es dueño de Acodike, de la cual Rodríguez Batlle también es integrante desde hace muchos años. 


Con fecha 12 de octubre de 2002 el abogado penalista Juan Fagúndez declara en Últimas Noticias que 
Rodríguez Batlle pudo incurrir en actos de favores lo cual, de acuerdo con los artículos 161 y 162, podría 
tipificarse como conjunción de interés público y privado y abuso de funciones. 


Por otra parte, los dichos que agraviarían al contador Rodríguez Batlle serían los que figuran en un largo 
reportaje publicado en el diario El País el 17 de octubre de 2002, pero no le asiste razón porque yo critiqué lo 
que llamo el político empresario, figura que él encarna al ser titular de un cargo político en el Banco de la 
República y accionista de Migranja, que tenía créditos y negocios con dicha institución. Además, siendo 
integrante de Acodike realizó una serie de asociaciones con ANCAP, al mismo tiempo que ejercía el cargo de 
Director del Banco de la República. Es de público conocimiento que uno de los principales accionistas de 
Acodike S.A. y de Migranja es el señor Martín Aparikian, por lo cual, estas dos empresas están vinculadas. 
Asimismo, el contador Rodríguez Batlle era uno de los accionistas de Acodike, y en los años 1996 y 1997, 


siendo Presidente del Banco de la República, Acodike se asoció con ANCAP en una serie de 
emprendimientos. 


En el Juzgado Letrado en lo Penal de 13er. Turno, a cargo del Juez Da Costa, existe una serie de actuaciones 
que pueden ampliar la información que esta Comisión crea conveniente, si lo entiende pertinente. A solicitud 
del Juez Letrado Da Costa, concurrí a exponer los hechos a ese Juzgado y di toda la información que estaba 
en mi poder. Asimismo, el Fiscal Moller, en su informe, manifestó lo siguiente respecto al contador 
Rodríguez Batlle: "poseía el carácter de accionista desde 1992 a 1999 pero desde 1977 estaba vinculado a 
ACODIKE S.A. de la cual es accionista y relacionado a la familia Aparikian [...]" -o sea, desde antes-, que es 
el principal Grupo Sponsor de Migranja. 


Más adelante, este Fiscal expresa: "ello concuerda con la documentación obrante a fs. 463, 473, 492 y 501 y 
si alguna relevancia penal se le atribuyere a la misma estaría amparada por el Instituto de la prescripción del 
delito (art. 117 del C. Penal) al haber transcurrido más de diez años [...]". 


De acuerdo con lo publicado en el diario "El País" con fecha 2 de agosto de 2003, el Juez Homero Da Costa " 
[...] continuaría con la investigación penal sobre el salvataje del estado a la agroindustria 'Migranja' y pedirá 
información|...]". Más adelante, esta versión indica: "El juez archivará la causa en relación con el presidente 
del Banco República [...] dejando constancia que cometió el delito de conjunción del interés personal y del 
público al votar entre 1990 y 1991 préstamos del Banco para 'Migranja' pero la figura se extinguió a los diez 
años|[...]". 


Cabe señalar que esta es una versión periodística y que no he tenido acceso a lo que el Juez pudo haber 
resuelto. Si esta Comisión quisiera esa información, podría solicitarla. 


Según esta misma versión, el Fiscal Moller explicó al Juez que "el ex presidente del República cometió delito 
de conjunción del interés propio y del público en 1990 y 1991 ya que en esas dos oportunidades votó 
préstamos [...] pero el delito prescribió". 


Cuando yo hice las afirmaciones de que tendría que ser procesado, por supuesto que todos estos detalles de 
que el delito había prescrito no los conocía; además, no tengo formación de abogado. 


Por lo antedicho, si lo expresado en esta versión periodística es correcto, no difiere de las dudas que pudimos 
tener en cuanto a la conducta delictiva del contador Rodríguez Batlle. 


A efectos de ampliar esta información, estoy a la orden de esta Comisión y de los Juzgados que así lo 
requieran; no tengo absolutamente nada de qué arrepentirme en cuanto a lo que he dicho, ya que todo está 
documentado. No creo que en ningún momento yo haya hecho ningún agravio personal a nadie; lo que dije 
fue que era un político empresario y que, siendo Director de una institución del Estado también era accionista 
de una empresa que tuvo gran significación para el país y para el Banco de la República. Creo que todo el 
mundo sabe lo que sucedió con la Corporación Nacional para el Desarrollo; inclusive, en este Parlamento hay 
una Comisión Especial que ha estudiado esos temas y, a juzgar por algunos de los informes que serán 
tratados en la Cámara, hay algún pedido de que todo esto, especialmente lo referente a Migranja, pase a la 
Justicia. O sea que se presume que los legisladores que han hecho ese informe sospechan que hay algo que 
debe ser tratado por la Justicia. 


En principio, es todo lo que quería decir. Estoy a la orden para exponer lo que sea, pero desearía que la 
Comisión ahondara en el tema y decidiera levantarme los fueros para que yo pudiera ser citado o que 
terminara el caso, ya que no me gustaría que siguiera pendiente. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Lo que ha expresado el señor Diputado González Álvarez es realmente 
contundente. Esta estrategia de que el denunciante pase a ser el denunciado es muy conocida y, sin 
duda, el contador Rodríguez Batlle la ha utilizado en esta oportunidad. 


La Comisión Investigadora ha establecido sus conclusiones. El Juzgado -como ha leído el señor Diputado 
González Alvarez- también se ha expedido sobre este asunto, declarando la comisión de ilícitos por parte del 
contador Rodríguez Batlle y que el hecho de que haya prescrito el plazo para presentar las denuncias 


correspondientes no quiere decir que no hayan existido. Por lo tanto, los dichos del señor Diputado tienen 
absoluta y total veracidad. 


En consecuencia, para mí, esta vieja táctica de que el denunciante pase a ser el denunciado por medio de la 
figura de difamación e injurias no cabe en este caso, bajo ningún aspecto, no porque el señor Diputado 
González Álvarez no quiera ir a declarar sino porque es claro que sus dichos se han ajustado totalmente a 
derecho y no hubo ninguna difamación ni injuria. Es decir que no estoy dispuesto a votar un desafuero para 
que comparezca ante la Justicia un legislador que ha dicho la verdad y que ha acusado con documentación 
avalada por el Juzgado correspondiente, haciendo parecer que el contador Rodríguez Batlle tiene razón o 
cierta razón en el caso. Ahora bien: por supuesto que preguntaremos al señor Diputado González Álvarez si 
lo quiere o no. Bajo mi punto de vista no deberíamos proceder a este desafuero y estoy dispuesto a votar en 
contra por las razones que ya expresé. 


SEÑOR ORRICO.- En primer lugar, no me importa si el señor Diputado quiere o no quiere: los fueros 
son de la Cámara y no de cada uno de los legisladores. Creo que no interesan siquiera los contenidos de 
lo que el señor Diputado González Álvarez haya dicho. Me preocupa algo que hacen los Jueces de mi 
país. Todos saben que tengo alto respeto por el Poder Judicial de este país, pero me preocupa que dé 
trámite a estas demandas porque deberían ser inoponibles y ahí habría de terminarse el asunto. Se 
debería decir: "Esto es inoponible por el carácter de Legislador de la persona denunciada". El 
artículo 112 de la Constitución dice que Senadores y Representantes jamás -hago énfasis en el término 
"jamás"- serán responsables por los dichos y opiniones emitidos en el ejercicio de sus funciones. 


Entonces, lo que siempre se discutió fue cual era el alcance de "ejercicio de sus funciones". Ciertamente, un 
individuo que hace un discurso en Cámara está en ejercicio de sus funciones; una persona que hace uso de la 
palabra en una Comisión -Especial, Permanente o lo que fuera- está en ejercicio de sus funciones, pero se 
considera que el Legislador también está en ejercicio de sus funciones cuando fuera del recinto del 
Parlamento, por ejemplo, hace declaraciones de prensa, porque no realiza esas declaraciones en razón de su 
nombre sino del cargo que ocupa. El fuero también está protegido frente a ese tipo de actividades. De lo 
contrario, estaríamos ante un sistema político que impediría la crítica y en política la crítica es áspera y dura, 
y si uno ingresa en el sistema político tiene que saber que debe tener un espectro de tolerancia mucho mayor 
en cuanto a lo que dicen de uno que en otro tipo de actividades, porque la política es lucha, es pasión y 
enfrentamientos. 


Aquí, de ninguna manera, hay algún elemento que amerite el pedido de desafuero; no existe. Creo que esto se 
debió haber resuelto en otro lado diciendo: es inoponible; no puede haber difamación e injuria cuando 
alguien está juzgando la conducta de un funcionario público. Esa es una de las funciones que deben tener los 
legisladores: controlar al Poder Ejecutivo y, por lo tanto, juzgar su funcionamiento. 


Por otra parte, el legislador puede actuar en materia política exclusivamente en base a convicciones porque, 
además, los legisladores no somos los que calificamos conductas como delictuales. Yo he dicho muchas 
veces: todo delito es inmoral pero no toda inmoralidad es delito; todo delito es una ilegalidad, pero no toda 
ilegalidad es un delito. Esto significa que el terreno de los delitos está exclusivamente sujeto a lo que 
determinan las leyes penales. Puede haber muchas ilegalidades que no son delito y puede haber muchas 
inmoralidades que no son ilegalidades ni delito. Por ejemplo, el individuo que abusa notoriamente de una 
posición que tiene para conseguir un beneficio para él -no utiliza esa posición para aquello que la ley previó; 
hay muchas situaciones de este tipo-, en realidad está cometiendo una inmoralidad, pero uno no ve dónde 
está el delito. 


En conclusión, quiero decir que mi fuerza política siempre ha tenido una conducta muy clara en este sentido 
desde que se empezaron a plantear estos temas. Nosotros no vamos a votar un pedido de desafuero de esta 
naturaleza; no corresponde y considero que ni siquiera debió haber prosperado la acción. En consecuencia, 
adelantamos nuestro voto. Si se quiere llevar el tema al Plenario, con mucho gusto expondremos allí lo que 
estamos diciendo aquí. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A los efectos de agilizar la resolución de estos tres temas que están a 
consideración, la Presidencia sugiere terminar de escuchar las posiciones de los dos Diputados 
restantes -sin entrar a discutir cada caso- y luego tratar en conjunto los tres casos. 


Quisiera preguntar al señor Diputado González Alvarez si toda esta actuación que él hizo en relación al caso 
que nos ocupa, la entiende como parte integrante de su función como legislador. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Sí; efectivamente. Inicié todas estas acciones cuando fui electo 
legislador; en ese entonces comencé a solicitar pedidos de informes por cosas que uno se entera pero 
sobre las que nunca logra tener certeza, porque el secreto bancario y el secreto comercial han sido 
murallas para los legisladores cuando queremos llegar a la verdad en este tipo de asuntos. En su 
momento, hice pedidos de informes al Banco de la República porque la situación de esa empresa era 
complicada, era deficitaria y costaba mucho al Estado, y desde allí fui tirando de la madeja en este 
tema. Es decir que no lo hice como profesional, porque jamás me preocupó. 


Ante la pregunta formulada por el señor Diputado Borsari Brenna en cuanto a si quiero que me levanten los 
fueros, quiero decir que claro que lo deseo, porque no quisiera que el contador Rodríguez Batlle, a quien he 
denunciado por una serie de asuntos -y el Fiscal y el Juez dicen que existió delito, aunque prescribió-, quede 
como agraviado por mí cuando, a mi entender, él es el que ha agraviado a la sociedad y a mi país al hacer 
cosas que son delito; si prescribieron o no, no lo tengo por qué saber. Supongo -no lo sé exactamente- que lo 
que en su momento expresé y él entendió como agravio para hacerme esta demanda, fue que dije "No tengo 
dudas de que será procesado". Yo, como todos los legisladores y todos los ciudadanos de este país puedo 
tener juicios de valor y no tener dudas sobre determinado asunto; si eso luego termina con el ciudadano preso 
o no, es otro tema, y si salimos a la calle a preguntar la opinión sobre cientos de casos que existen, o se la 
pedimos a todos los legisladores, todo el mundo opinará de una manera u otra. 


Yo no quisiera quedar frente al contador Rodríguez Batlle como si estuviera amparado en los fueros de 
legislador para andar agraviando gente en todas las esquinas. Eso es lo que no quisiera y, por supuesto, si 
hubiera ley de duelo estén seguros de que estaría batiéndome a duelo con quien fuera, y con él en este caso. 


Si a mi se me levantan los fueros este tema va a quedar terminado en el Juzgado, donde voy a ir al día 
siguiente a ser citado. No tengo ningún inconveniente, pero no he ido porque no he querido tomar acciones 
sin que me autorice el Parlamento -a quien yo me debo y donde estoy-, que tiene el caso a estudio. Si el 
Parlamento no tuviera el asunto a consideración y el Juez me hubiera citado, yo hubiera ido frente a ese Juez 
y atodos los que me citaran para aclarar esto y seguir diciendo lo mismo: que existió un político ocupando 
cargos mientras que empresas a las que él estaba vinculado negociaban con el Estado. Hablo de un político 
porque para mí todas las personas que ocupan cargos son políticos; por más que se trate de un cargo 
designado por el Poder Ejecutivo, para mí sigue siendo un político porque el cargo es político. Y ese hecho, 
al decir de Wilson Ferreira Aldunate, me repugna, no lo trago; me cae mal y no digiero que haya gente 
ocupando cargos políticos y que, a Su vez, sus empresas estén vinculadas con el organismo que él integra. 


No sé si lo que dice el señor Diputado González Álvarez en cuanto a que los fueros no son míos sino de la 
Cámara, es así. No estoy capacitado para dirimir eso, pero si fueran míos iría al Juzgado a decir lo mismo que 
he dicho, anteponerlo a lo que han dicho los Jueces y que el Juez de 9” Turno -que es el que tiene esta caso-, 
decida. Si he agraviado, que él lo decida y si no, que continúen todas las actuaciones. Es decir que mi 
intención, si la Cámara lo entiende conveniente, es concurrir al Juzgado. 


(Se retira de Sala el señor representante González Álvarez) 


(Ingresan a Sala los señores representantes Mahía y Bayardi) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pasamos a escuchar al señor Diputado Mahía en cuanto al séptimo punto del 
orden del día: "Solicitud de desafuero". 


SEÑOR MAHÍA.- Muchas gracias por recibirnos. 
Veo que la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración -tal cual la caracteriza- 


tiene un amplio temario de trabajo, por lo que vamos a intentar ser lo más concretos posibles en esta temática 
y estaremos a la orden de los señores legisladores ante cualquier duda que se presente. 


El tema a estudio refiere a la actuación que tuvo la Cámara de Diputados a raíz de la impugnación que quince 
señores Ediles de la Junta Departamental, integrantes del Encuentro Progresista-Frente Amplio y del Partido 
Nacional, junto con las firmas de más de mil ciudadanos, realizaron frente a un decreto que establecía el 
reaforo de los padrones de determinada zona del departamento de Canelones, concretamente de la Ciudad de 
la Costa. 


En la investigación que se hizo por parte de una Comisión a la que este mismo grupo de trabajo derivó estos 
temas, hicimos junto con otros compañeros y en apoyo a ellos -concretamente al Diputado Bayardi-, un 
profundo análisis de todos los elementos jurídicos y toda la documentación que se nos brindó. Analizamos, 
entre otras, las declaraciones de representantes de la Intendencia Municipal de Canelones en esa Comisión, 
así como de Ediles y ciudadanos, y documentación concreta que se presentó. También recuerdo 
perfectamente declaraciones públicas de la asesora letrada de esa Intendencia, la doctora Liliana Mercadal, 
que refería a que fuera cual fuere el resultado en el Parlamento de la impugnación, esta se iba a mantener. Eso 
a muchos de nosotros nos llamó la atención. 


Al revisar la versión taquigráfica correspondiente de la sesión de la Junta Departamental, vimos que el 
Decreto N* 21 -que se decía era el que se había impugnado mal- no existía como tal porque nunca había sido 
votado y, por lo tanto, el existente era el Decreto N* 20. Ese fue el centro de la polémica y por eso afirmamos, 
en pleno ejercicio de nuestras funciones -primero en Cámara y luego a los medios de comunicación que lo 
solicitaron-, que el Decreto N* 21 era inexistente o falso. Obviamente, nos basamos en la convicción política 
de los hechos que se nos presentaron y en la inexistencia de documentación en la Junta Departamental de 
Canelones presentada a la fecha ante el Parlamento Nacional. Quienes presidían entonces la Junta 
Departamental, el señor Edil Julio Mario Mussetti y la doctora Daniela Olivar Méndez, eran responsables de 
esa sesión como Presidente y Secretaria, y tenían que ver con su desarrollo. Esa fue la única vinculación que 
hicimos del tema: expresamos en los medios de comunicación lo mismo que dijimos en el Parlamento, en el 
marco de nuestras funciones, es decir que ese Decreto N* 21 era inexistente porque no había sido votado en la 
Junta Departamental. Ese hecho fue el que difundimos, y me hago cargo de mis palabras aquí y en cualquier 
instancia en la que sea necesario hacerlo, desde un Juzgado hasta una tribuna pública, en el Parlamento o 
donde sea. Son los hechos que efectivamente hemos dicho. Más allá de la convicción y la seguridad de todo 
lo que hemos afirmado, entendemos que no hemos difamado a nadie y, además, no hemos tenido la más 
mínima intención de hacer referencia a esas dos personas que plantearon esta querella judicial. Tampoco 
tenemos ni teníamos intencionalidad política de polemizar con ellos en ninguna instancia. Simplemente nos 
referíamos a temas sobre los cuales se expresó el Parlamento Nacional, de lo cual mantenemos en su 
totalidad nuestros dichos. 


Para finalizar, simplemente comento que están a disposición de los señores legisladores las pruebas que he 
referido, mis dichos en la prensa y en Cámara, que coinciden. Creíamos que era un tema absolutamente 
superado, porque es parte del accionar político cotidiano de cualquier legislador en el marco de la 
Constitución y la ley. 


SEÑOR LACALLE POU.- El relato que hace el señor Diputado Mahía nos retrotrae a algo que hizo 
mucho ruido en el departamento de Canelones. No recuerdo si era el señor Diputado Mahía o el señor 
Diputado Bayardi quien expresó que se iba a presentar ante la Justicia correspondiente la supuesta 
falsificación de un documento público por parte de quienes hoy denuncian. 


Me interesa saber en qué instancia está ese proceso, porque aunque son independientes, las referencias que 
hacen ambos están íntimamente vinculadas al desarrollo de lo que afirmaron en otros estrados judiciales. 


SEÑOR MAHÍA.- Eso fue resuelto por nuestra fuerza política, la que designó a los señores Diputados 
Bayardi y Canet para hacer la denuncia. Después el compañero Bayardi acotará sobre el tema. 


Para que tengan una idea, dentro de la denuncia se habla de que, posteriormente, la Junta Departamental de 
Canelones tomó una resolución que avalaba pasos jurídicos, políticos e institucionales dados por esta 
institución. Es obvio que eso fue resuelto por una mayoría de dieciséis votos, y algunos de los abogados que 
asesoraron a la Junta representaban también a los querellantes. Al mismo tiempo que asesoraban a la Junta 
Departamental -por decirlo en términos criollos y no jurídicos, por lo que pido disculpas a los abogados-, 
dando la razón desde el punto de vista jurídico a lo actuado por la Presidencia y la Secretaría, llevaban 


adelante la querella judicial contra quien habla y contra el señor Diputado Bayardi, aunque entiendo que 
desde el punto de vista jurídico no debe haber incompatibilidad para hacerlo. 


Quedo a disposición de los señores legisladores. 


SEÑOR ORRICO.- No voy a repetir todo lo que dije del artículo 112 referido al señor Diputado 
González Álvarez, que aquí se aplica plenamente. La situación es la siguiente. Se hace un recurso 
contra un decreto de la Intendencia de Canelones. Ese recurso es estudiado por la Comisión especial 
que en esta Cámara entiende en su procedimiento. Ese informe es elevado al plenario, siendo su 
miembro informante por la mayoría el señor Diputado Bayardi. 


En dicho plenario, el señor Diputado Bayardi, apoyado luego por el señor Diputado Mahía y otros, dice que 
se ha invocado un decreto que no existe. Se llegó a esa conclusión luego de muchas reuniones y estudios en 
los cuales tuve el honor de participar. Eso es denunciado en Cámara, de manera que estamos claramente 
dentro de la hipótesis del artículo 112. Es imposible que se pueda perseguir -valga el término- a algún 
Diputado o Senador por algo dicho en Cámara. Eso está fuera de toda duda. También lo está que después se 
pueda repetir fuera de ella lo que allí se dijo. Por lo demás, en Cámara se toma versión taquigráfica, que es 
pública, y eso puede ser difundido por la prensa a toda la población. ¿Dónde está la difamación? No existe, y 
menos en este tipo de situación. Además, la mayoría de la Cámara votó favorablemente lo que había 
expresado el miembro informante por la mayoría, de manera que lo hizo suyo. En realidad, si se quiere 
demandar a alguien, se tendría que demandar a la Cámara entera o, por lo menos, averiguar quiénes lo 
votaron, lo que es absurdo. Entonces, no sé por qué se sigue dando trámite a estas situaciones que le hacen 
mal al sistema político, por cuanto dentro de un sistema político democrático cada cual, como funcionario 
público tiene obligación de controlar, y dentro de determinados márgenes opina lo que le parece. Acá la 
Cámara ha llegado a la conclusión de que había un decreto que no existía. Eso se aprobó en la Cámara, tuvo 
un laudo en la Cámara y luego pasó a la Justicia correspondiente. Lo que hizo o no la justicia no lo podemos 
analizar acá, entre otras cosas porque si no me equivoco este asunto está en el presumario. El presumario en 
el Uruguay es una institución medieval, impenetrable y, por lo tanto, no tenemos ningún dato de lo que hay 
allí adentro. Acá hace rato que la reserva del presumario se transformó en el secreto del presumario. Sería 
bueno que el Senado sancionara el proyecto recientemente aprobado por esta Cámara que trata de solucionar 
esta situación. 


Adelanto, tanto en lo relativo al señor Diputado Mahía como al señor Diputado Bayardi, que esto de ninguna 
manera tiene la más mínima posibilidad de prosperar, por cuanto estamos muy lejos de alguna situación que 
amerite el levantamiento de fueros para dos señores Diputados que opinaron en el ejercicio de sus funciones 
sobre un recurso que la Constitución lo da en exclusividad a la Cámara de Diputados. Ni siquiera se trata de 
que están opinando de algo ajeno a la Cámara, sino que todas las opiniones que surgieron fueron a partir de la 
Cámara y no desde afuera. Por lo tanto, esto no tiene ni pie ni cabeza. Naturalmente que como jugada política 
la podemos aceptar, pero no tiene ningún porvenir. 


SEÑOR LACALLE POU.- Quiero decir por qué realizaba la pregunta del otro proceso que está 
pendiente, cuya denuncia el señor Diputado Bayardi asiente con su cabeza que se presentó. 


El artículo 336 del Código Penal refiere a la interdicción de la prueba. El último párrafo dice: "Si la verdad 
de los hechos fuere probada, o si la persona fuere, en virtud de ella, condenada, al autor de la imputación se 
verá exento de pena, salvo que empleare medios o frases gratuitamente injuriosas". Si bien acá se habla 
específicamente de un proceso penal, para mí es de enorme peso en el momento de tener en cuenta esta 
resolución. Entonces, yo le voy a levantar los fueros a un legislador mientras que el otro proceso, que yo diría 
es el principal o el que dejaría "extinguido" -entre comillas porque no es la palabra exacta-, caería si es que se 
prueba esto. Es por eso que nos interesa fundamentalmente saber en qué está el proceso penal que han 
iniciado los señores Diputados Bayardi y Canet. 


SEÑOR ORRICO.- La sola denuncia de ninguna manera implica un agravio. Hay sentencias desde 
que éstas se recogen en el país. Por lo tanto, nadie se puede ofender porque alguien en términos 
correctos -y me consta que los términos fueron correctos- haga una denuncia. De ninguna manera una 
denuncia agravia, sino que pone en conocimiento de la Justicia hechos que tienen apariencia delictiva. 
Cualquier ciudadano, sea legislador o no puede presentar ante un juzgado penal un hecho con 


apariencia delictiva. Nosotros no juzgamos si son delitos o no; lo juzga el Poder Judicial. Por lo tanto, 
así se estableció en la denuncia penal que, entre otros, tiene como firmantes a los Diputados aquí 
presentes. 


SEÑOR BAYARDI.- Agradezco la oportunidad que me da la Comisión por recibirnos nuevamente. 
Esta es la segunda vez que venimos a la Comisión. La primera fue con motivo de una instancia 
personal. No recuerdo la fecha y no he repasado el desarrollo de los acontecimientos en esta 
oportunidad, por lo que voy a apelar a la memoria y al raconto de las situaciones que se determinaron 
a partir de ahí. También trataré de responder las preguntas realizadas por el señor Diputado Lacalle 
Pou. 


Como miembro de una Comisión que investigaba los recursos del artículo 303, junto con otros legisladores 
de la Comisión -también con el señor Diputado Lacalle que la integró-, nos pronunciamos sobre un recurso 
interpuesto, por un lado, por Ediles y, por otro, por vecinos del departamento de Canelones respecto al 
Decreto No. 20 de 2000 que tenía que ver con el reaforo de una parte de este departamento. Todos 
recordamos lo que fueron aquellas sesiones. En el marco del proceso de recibir a diferentes personas en la 
Comisión, de declaraciones públicas que hicieron funcionarios de la Intendencia Municipal de Canelones y 
del debate interno que se dio en el plenario de la Cámara, se planteó que había sido interpuesto mal el 
recurso. Se dijo que no se tendría que haber interpuesto el recurso contra el Decreto No. 20 sino contra un 
eventual "Decreto No. 21" -entre comillas. Nosotros estudiamos la historia fidedigna del accionar de la Junta 
Departamental de Canelones respecto a la sanción del decreto. Sorpresivamente, en el proceso de análisis de 
la documentación determinamos que la Junta Departamental de Canelones había aprobado un Decreto No. 20 
y nunca un Decreto No. 21. Esto es a texto expreso de lo que fueron aproximadamente cincuenta y siete 
folios de la versión taquigráfica de la sesión de la Junta Departamental, que no recuerdo la fecha exactamente 
pero que podemos recomponer si los señores Diputados lo desean. 


Fuimos al plenario y allí manifestamos -no habíamos hecho ninguna manifestación externa antes- que ese 
decreto nominado "No. 21", base de la estrategia de defensa de los que querían rechazar el recurso, era falso 
o inexistente. Digo inexistente desde el punto de vista jurídico real, no era que no hubiera un papel 
determinado como Decreto No. 21. 


En mi interpretación, cuando el Parlamento discute leyes o decretos, esto debe quedar reflejado en la versión 
taquigráfica correspondiente del día de la sesión en la que se trata el tema. En este caso, debería haber 
quedado en la versión taquigráfica la votación de artículo por artículo del decreto de la Junta Departamental, 
pero no surgía que se hubiera procedido a la votación de ningún decreto nominado "No.21". 


Hago un paréntesis para decir que -creo que en aquella oportunidad la Presidenta de la Comisión de 
Constitución, Códigos, Legislación General y Administración era la señora Diputada Saravia Olmos- hubo 
una copia fiel testimonial de la sesión de la Junta Departamental donde se había discutido este tema. Esa 
versión taquigráfica remitida en junio de 2001 a la Comisión de Constitución había dejado sin efecto otros 
recursos que se interpusieron a fines de 2001. O sea que utilicé la documentación que la Cámara tenía 
avalada con testimonio de escribano, sobre lo que había sido el Decreto No. 20. Traigo esto a colación 
porque, llamativamente, después de que el Parlamento hubiera realizado la sesión de análisis del artículo 303, 
aparece en la Junta Departamental de Canelones un acta refoliada de esa sesión que terminaba en la página 
58. Insólitamente se le incorporaron -para mí como documento de la Administración Pública ha batido casi el 
récord- siete hojas. Eran la hoja 57 folio 1, hoja 57 folio 2, hasta la hoja 57 folio 7 u 8, que no habían estado 
antes de que la Cámara tratara el recurso que daba lugar al pedido de desafuero. Para calificarlo por lo bajo, 
diría que es una desprolijidad administrativa que no condice con el concepto de acta, salvo que las actas en la 
Junta Departamental de Canelones se tomen de manera distinta. Independientemente de esto, nosotros 
hicimos declaraciones en las sesiones que los señores legisladores recordarán y posteriormente repetimos 
fuera lo que habíamos dicho en la Cámara. ¿Por qué sindicamos como responsables de este decreto, 
eventualmente falso o inexistente? Porque las dos firmas que llevaba al pie, las actas y el decreto eran la de la 
doctora Daniela Olivar -a quien no conozco- y la del Edil Julio Musetti, que en ese momento era Presidente 
de la Junta Departamental. 


Mi pretensión no fue la de actuar con voluntad de ofender, pero para que no quede ninguna duda reafirmo 
todas las cosas que dije, tanto en la sesión de la Cámara como ante la opinión pública. 


Nosotros nos presentamos -como anunciamos en Cámara en esa oportunidad-, en acuerdo con nuestra 
bancada, junto al señor Diputado Canet, al Juzgado Penal de la ciudad de Canelones y allí hicimos la 
denuncia sobre la eventual existencia de un decreto falso o inexistente; no recuerdo bien la entidad de la 
presunción del hecho que consideramos irregular. Creo que fue alrededor de noviembre del año 2001. 
Paralelamente, a los pocos días elevé una nota para dar conocimiento al Juzgado de que mi voluntad era 
comparecer, en tanto denunciante, y que iba a estar fuera del país en una misión oficial que tuvo lugar los 
primeros días de diciembre; fijé la fecha en que salía del país y en la que volvía. 


Sé y tengo entendido que se citó -porque lo firmamos dos señores Diputados y compañeros nuestros Ediles 
del departamento- a algunos señores Ediles; no sé si a la totalidad de los firmantes. O sea que fueron 
convocados por la sede penal y también el señor Diputado Canet, pero quien habla nunca fue convocado por 
la sede penal. Enterado de que no había sido convocado y de que se había procedido a archivar la denuncia, 
me presenté a la sede penal por escrito para pedir que se me diera copia de la actuación del expediente. Se me 
respondió que no se me iba a entregar copia del expediente; a instancias del Fiscal se reabre para seguir 
instancias presumariales, mecanismo que por cierto se establece en una norma que planteaba el señor 
Diputado Orrico. Ojalá algún día pueda enterarme de por qué se archivó; una vez archivado el expediente y 
haber solicitado para que se me convocara, en realidad se desarchiva, lo que vuelve a transformar en no 
pasible de serme entregado el expediente de referencia. Hasta el día de hoy no he sido convocado por la sede 
penal, no se me permitió acceder al expediente y sinceramente no sé en qué situación está esta nueva 
diligencia. Esto me llama poderosamente la atención. 


Independientemente de esto, el pedido de desafuero llegó probablemente en el primer trimestre del año 2002, 
fue elevado a la Cámara de Representantes y yo me presenté al Juzgado Penal, al señor Juez Pedro 
Hackembruch, a efectos de manifestar mi voluntad de comparecer en una audiencia. 


Voy a hacer un paréntesis. Esto es una larga discusión que llevo aquí dentro desde que en la década del 
noventa me tocó leer en la Semana de Turismo un extenso expediente de un legislador en el que se pedía el 
desafuero. Tengo una posición que muchas veces va en contra de lo que sostienen algunos compañeros de mi 
bancada. Yo interpreto que el fuero no nos cubriría para poder comparecer ante la sede penal en calidad de 
testigos. Creo que cuando la acusación criminal se empieza a sustanciar y cuando hay voluntad de llevarla 
adelante, correspondería pedir el desafuero. Sí hago referencia a que la ley de prensa es una ley particular que 
no tiene los contenidos del auto de procesamiento, pero para ser consecuente con esto, el Juez debería 
convocarnos igual para llevar adelante el proceso. Y en caso de que llegue a la convicción de que nos tiene 
que procesar, lo único que debería hacer es enviar el expediente al Poder Legislativo y pedir el desafuero para 
sancionarnos desde el punto de vista penal. 


No estoy criticando al Juez desde el punto de vista doctrinario; contestó con bastante contundencia -aunque 
yo discrepe- que en realidad no me convocaba porque creía que esta instancia debía ser sustanciada 
previamente. Siempre mantenemos una discusión con los compañeros de mi bancada en cuanto a que sl 
quedáramos sujeto a esto podríamos estar sometidos a la comparecencia casi permanente frente a las 
denuncias en el Poder Judicial. 


Si el Juez no tiene la convicción de que va a escucharnos -se establece en el artículo 126 del Código Penal-, 
cuando nos va a dar la última chance antes de procesarnos, en realidad esto se transforma en un mecanismo 
perverso. ¿Por qué? Porque, supongamos un ejemplo que yo siempre pongo y observen su dramatismo. A una 
mujer menor de edad se le ocurre llevar adelante una denuncia que diga que el señor Diputado Bayardi la 
violó; en mi opinión, debe ser uno de los estigmas más grandes. Si dicen que el señor Diputado Bayardi robó 
US$ 10:000.000, para mí va a ser menos estigmático que haber violado a una menor. Si el Juez pide el 
desafuero del señor Diputado Bayardi por violación de una menor, sin haberse introducido en la causa y sin 
haber llegado a determinadas convicciones, es terrible el estigma que queda para el legislador desde el punto 
de vista social. En consecuencia, este es un mecanismo complejo. De todos modos, acepto los fundamentos 
del doctor Hackembruch para no admitir mi comparecencia en esta instancia. Creo que es algo que 
deberíamos corregir en el futuro, por nuestra salud. 


De todos modos, ahora ese expediente quedó a la espera de la acción del Cuerpo con respecto al tema del 
desafuero. 


Hubo una tercera causa, que fue una demanda llevada adelante en la sede civil, por US$ 100.000 -si hubiera 
sentencia, sería interesante ver cómo haría frente a esa demanda-, a la que comparecimos hasta la etapa 


actual; la única instancia que hubo hasta ahora fue la de conciliación. En la instancia de conciliación hubo 
tres convocatorias. A las dos primeras no concurrieron los denunciantes. 


En diálogo con el abogado de los denunciantes -creo que es el doctor Capponi- manifesté que de ninguna 
manera me iba a retractar -se me pedía que me retractara- y adelanté que iba a proceder por la vía de la 
excepción de la verdad -"exceptio veritatis"-, tratar de probar la verdad en juicio. 


SEÑOR LACALLE POU.- Insisto: el señor Diputado Bayardi presentó una denuncia penal. Entonces, 
creo que él no debe probar si es verdad o no una denuncia de difamación e injurias en su contra, 
porque previamente a esta, concurrió a una sede penal a hacer la denuncia. 


Por lo tanto, creo -no soy erudito en esto, pero me parece de sentido común- que hoy no podemos hablar de 
un delito de difamación e injurias, cuando este último párrafo dice -desde mi punto de vista- que debemos 
esperar la resolución adoptada por el Juez en la denuncia formulada por los señores Diputados Bayardi y 
Canet. 


Pienso que no estoy en condiciones de actuar libremente en este sentido. 


SEÑOR BAYARDI.- Aclaro que la denuncia penal presentada por quien habla no tiene que ver 
necesariamente con el pedido de desafueros porque está en una sede distinta. Mi denuncia fue relativa 
a la veracidad, o falta de veracidad, de un expediente. Aclaro que, por los pasos que describí, en 
realidad, eso no estaba saldado por la sede, porque se desarchivó el expediente del lugar original. 


De todos modos, en la justicia penal el doctor Hackembruch entiende que hasta que no esté levantado el 
fuero no se puede proceder. El problema que se plantea es el tema de la justicia civil. En ese sentido, haré un 
supuesto teórico. Cuando se me convoca a la justicia civil, en realidad, era mi segunda oportunidad para 
probar la excepción de verdad, porque en un juicio que yo inicié trataba de demostrar que era verdad lo que 
afirmaba, que hasta ahora no sé en qué situación está por lo que expliqué anteriormente. Por otra parte, 
cuando los denunciantes van por el foro penal, el Juez dice que no se puede proceder porque no hay 
desafuero. Creo que me dieron la oportunidad histórica de tratar de probar la verdad en un juicio civil por la 
demanda que allí se instaló. En ese ámbito, la iniciativa de probar la verdad quedaba pura y exclusivamente 
en mis manos; ni siquiera quedaba en manos del Juez llevar adelante o no una causa. Esto quedó inactivado 
por la no comparecencia en su oportunidad de los denunciantes a las audiencias de conciliación; y en la 
tercera oportunidad, no fui yo. ¿Por qué no fui? Tuve la intención de saber cuál era el acuerdo que se me 
presentaba -era insostenible para mí- y en la tercera instancia no me presenté para que el Juez procediera a 
llevar adelante el juicio civil, que me iba a dar -ahora sí, por iniciativa mía- la oportunidad de concurrir, sin 
ser convocado, por la vía de la excepción de la verdad, tratando de saldar este tema definitivamente. 


Hasta este momento, ese juicio no ha seguido adelante. 


SEÑOR ORRICO.- Simplemente, quiero aclarar que la inoponibilidad alcanza a los juicios penales y 
civiles, porque así lo dice Jiménez de Aréchaga, pero también porque lo dicen todos. De lo contrario, 
sería una forma muy burda de eludir el supuesto fuero. En lugar de demandar penalmente, se 
demandaría civilmente, con lo que al individuo se le haría un agujero mucho mayor del que, tal vez, se 
podría lograr por la vía penal. Quería dejar esta constancia, señor Presidente. 


SEÑOR BAYARDI.- De todos modos -digamos que esto también es un aspecto que hace a la extensión 
de la discusión en materia de fueros-, lo interesante del tema es que mi arranque de la demostración de 
la excepción de la verdad estaba planteado desde el acto mismo de la audiencia de conciliación, así 
como en cualquier instancia en la que el juez civil me convocara. 


Ese es el estado de situación. Quedo a la orden para lo que los señores Diputados entiendan oportuno. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia quiere comunicar que hemos sido formalmente invitados a 
concurrir a la sesión de la Comisión de Constitución y Legislación de la Cámara de Senadores que se 
realizará a la hora 14 en la Sala de Ministros, en ocasión de la invitación que se formuló al Fiscal de 
Corte, Oscar Peri Valdés. 


Asimismo, comunico que esta Comisión se reunirá el próximo miércoles 14 de abril a la hora habitual. 
Si nadie más hace uso de la palabra, estos temas serán votados en la próxima reunión. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


